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APROBACIÓN POR LA COMISIÓN CON COMPETENCIA LEGISLATIVA PLENA

121/000009  Proyecto de Ley de modificación de la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de 
la Comunicación Audiovisual, para flexibilizar los modos de gestión de los ser-
vicios públicos de comunicación audiovisual autonómicos (anteriormente denomi-
nado Proyecto de Ley de modificación de la Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de 
la Comunicación Audiovisual, para flexibilizar los modos de gestión de los canales 
públicos de televisión autonómica).

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el 
Boletín Oficial de las Cortes Generales del texto aprobado 
por la Comisión de Industria, Energía y Turismo sobre el 
Proyecto de Ley de modificación de la Ley 7/2010, de 31 
de marzo, General de la Comunicación Audiovisual, para 
flexibilizar los modos de gestión de los servicios públicos 
de comunicación audiovisual autonómicos (antes denomi-
nado Proyecto de Ley de modificación de la Ley 7/2010, 
de 31 de marzo, General de la Comunicación Audiovisual, 
para flexibilizar los modos de gestión de los canales públi-
cos de televisión autonómica), que ha sido tramitado por 
la misma con competencia legislativa plena y por el proce-
dimiento de urgencia, de conformidad con lo previsto en 
el artículo 75.2 de la Constitución.

Palacio del Congreso de los Diputados, 11 de mayo 
de 2012.—P. D. El Secretario General del Congreso de 
los Diputados, Manuel Alba Navarro.

La Comisión de Industria, Energía y Turismo, a la 
vista del Informe emitido por la Ponencia, ha aprobado 
con competencia legislativa plena, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 75.2 de la Constitución, el Pro-
yecto de Ley de modificación de la Ley 7/2010, de 31 de 
marzo, General de la Comunicación Audiovisual, para 
flexibilizar los modos de gestión de los servicios públi-

cos de comunicación audiovisual autonómicos con el 
siguiente texto:

Preámbulo

La Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la 
Comunicación Audiovisual, en su artículo 40, define el 
servicio público de comunicación audiovisual como un 
servicio esencial de interés económico general que 
tiene como misión difundir contenidos que fomenten 
los principios y valores constitucionales, contribuir a la 
formación de una opinión pública plural, dar a conocer 
la diversidad cultural y lingüística de España, y difun-
dir el conocimiento y las artes, con especial incidencia 
en el fomento de una cultura audiovisual. Asimismo, 
los prestadores del servicio público de comunicación 
audiovisual deben atender a aquellos ciudadanos y gru-
pos sociales que no son destinatarios de la programa-
ción mayoritaria.

En particular, el apartado Tres de este artículo esta-
blece que el Estado, las Comunidades Autónomas y las 
Entidades Locales podrán acordar la prestación del ser-
vicio público de comunicación audiovisual con objeto 
de emitir en abierto canales generalistas o temáticos. 

La situación económica y la necesidad por parte del 
conjunto de las Administraciones Públicas de acometer 
actuaciones que faciliten la consolidación presupuesta-
ria y el saneamiento de las cuentas públicas, aconseja 
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dotar a las Comunidades Autónomas de mayor flexibi-
lidad en la prestación de su servicio de comunicación 
audiovisual. 

Por este motivo, con la modificación planteada, las 
Comunidades Autónomas podrán decidir sobre la pres-
tación del servicio público de comunicación audiovi-
sual, pudiendo optar por la gestión directa o indirecta 
del mismo a través de distintas fórmulas que incluyan 
modalidades de colaboración público-privada. Si deci-
den no prestar el servicio público de comunicación 
audiovisual, las Comunidades Autónomas podrán con-
vocar los correspondientes concursos para la adjudica-
ción de licencias. 

Además, las Comunidades Autónomas que vinieran 
prestando el servicio público de comunicación audiovi-
sual  podrán transferirlo a un tercero de acuerdo con su 
legislación específica.

En todos los supuestos contemplados en la presente 
ley tanto las empresas como las administraciones públi-
cas involucradas deberán respetar la Directiva de comu-
nicación audiovisual y el resto de normativa europea en 
materia de servicios de interés económico general, de 
ayudas estatales y de servicios públicos de radiodifusión.

En consonancia con estos cambios, se introducen 
modificaciones en el régimen limitativo que tienen los 
prestadores del servicio público en la participación en 
el capital social de otros prestadores privados del servi-
cio de comunicación audiovisual. 

Como medida adicional de flexibilidad, se permite 
que los prestadores de servicio público de ámbito  auto-
nómico establezcan acuerdos para la producción o edi-
ción  conjunta de contenidos con el objeto de mejorar la 
eficiencia de su actividad.

Con el fin de garantizar un mejor cumplimiento de 
la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, se estable-
cen una serie de obligaciones a los prestadores de titu-
laridad pública del servicio público de comunicación 
audiovisual de ámbito autonómico, entre las que cabe 
destacar la fijación de un límite máximo de gasto para 
el ejercicio económico de que se trate que no podrá 
rebasarse o la obligación de presentar un informe anual 
en el que se ponga de manifiesto que la gestión de estas 
televisiones se adecua a los principios de la citada ley 
orgánica.

Estas modificaciones de la Ley General de la Comu-
nicación Audiovisual no son aplicables a la Corpora-
ción de Radio y Televisión Española, S.A., ya que tiene 
su propia ley específica, la Ley 17/2006, de 5 de junio, 
de la radio y televisión de titularidad estatal, cuyo ar-
tículo 7.5, en la redacción dada precisamente por la 
propia Ley General de la Comunicación Audiovisual, y 
que no se modifica por la presente ley, establece que 
dicha Corporación no podrá ceder a terceros la produc-
ción y edición de los programas informativos y de 
aquellos que expresamente determine el mandato 
marco.

Por último, la disposición adicional recoge las pecu-
liaridades de aplicación del apartado 8 bis introducido 
en la presente ley en el artículo 43 de la Ley General de 
la Comunicación Audiovisual a las Haciendas Forales 
de Navarra y País Vasco.

Artículo único. Modificación de la Ley 7/2010, de 31 
de marzo, General de la Comunicación Audiovisual. 

La Ley 7/2010, de 31 de marzo, General de la 
Comunicación Audiovisual, se modifica como sigue:

Uno. Se modifican los apartados 2 y 5 del artículo 7, 
que pasan a tener la siguiente redacción:

«2. Está prohibida la emisión de contenidos audio-
visuales que puedan perjudicar seriamente el desarrollo 
físico, mental o moral de los menores.

Aquellos otros contenidos que puedan resultar per-
judiciales para el desarrollo físico, mental o moral de 
los menores solo podrán emitirse en abierto entre las 22 
y las 6 horas, debiendo ir siempre precedidos por un 
aviso acústico y visual, según los criterios que fije la 
autoridad audiovisual competente. El indicador visual 
deberá mantenerse a lo largo de todo el programa en el 
que se incluyan dichos contenidos. Cuando este tipo de 
contenidos se emita mediante un sistema de acceso 
condicional, los prestadores del servicio de comunica-
ción audiovisual deberán incorporar sistemas de con-
trol parental.

Por su parte, aquellos contenidos dirigidos específi-
camente a adultos sólo podrán emitirse mediante siste-
mas de acceso condicional que deberán prever los mis-
mos mecanismos de control parental referidos en el 
párrafo anterior.

Asimismo, se establecen tres franjas horarias consi-
deradas de protección reforzada, tomando como refe-
rencia el horario peninsular: entre las 8 y las 9 horas y 
entre las 17 y las 20 horas, en el caso de días labora-
bles, y entre las 9 y las 12 horas sábados, domingos y 
fiestas de ámbito estatal. Los contenidos calificados 
como recomendados para mayores de 13 años deberán 
emitirse fuera de esas franjas horarias, manteniendo a 
lo largo de la emisión del programa que los incluye el 
indicativo visual de su calificación por edades.

Será de aplicación la franja de protección horaria de 
sábados y domingos a los siguientes días: 1 y 6 de 
enero, Viernes Santo, 1 de mayo, 12 de octubre, 1 de 
noviembre y 6, 8 y 25 de diciembre.

Todos los prestadores de servicios de comunicación 
audiovisual televisiva, incluidos los de a petición, utili-
zarán, para la clasificación por edades de sus conteni-
dos, una codificación digital que permita el ejercicio 
del control parental. El sistema de codificación deberá 
estar homologado por la autoridad audiovisual.

Los programas dedicados a juegos de azar y apues-
tas, sólo pueden emitirse entre la una y las cinco de la 
mañana. Aquellos con contenido relacionado con el 
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esoterismo y las paraciencias, sólo podrán emitirse 
entre las 22 horas y las 7 de la mañana. En todo caso, 
los prestadores del servicio de comunicación audiovi-
sual tendrán responsabilidad subsidiaria sobre los frau-
des que se puedan producir a través de estos programas.

Quedan exceptuados de tal restricción horaria los 
sorteos de las modalidades y productos de juego con 
finalidad pública.

En horario de protección al menor, los prestadores 
del servicio de comunicación audiovisual no podrán 
insertar comunicaciones comerciales que promuevan el 
culto al cuerpo y el rechazo a la autoimagen, tales como 
productos adelgazantes, intervenciones quirúrgicas o 
tratamientos de estética, que apelen al rechazo social 
por la condición física, o al éxito debido a factores de 
peso o estética».

«5. Cuando se realice el servicio de comunicación 
audiovisual mediante un catálogo de programas, los 
prestadores deberán elaborar catálogos separados para 
aquellos contenidos que puedan perjudicar seriamente 
el desarrollo físico, mental o moral de los menores. A 
estos efectos los prestadores establecerán dispositivos, 
programas o mecanismos eficaces, actualizables y fáci-
les de utilizar que permitan el control parental a través 
del bloqueo a los contenidos perjudiciales para los 
menores, de forma que éstos no puedan acceder a los 
contenidos que no estén dirigidos a ellos».

Dos. Se suprimen los párrafos tercero y cuarto del 
apartado 1 del artículo 40.

Tres.  El actual apartado 3 del artículo 40 pasa a 
ser el apartado 4, y los apartados 2 y 3 quedan redacta-
dos del siguiente modo:

«2. El Estado, las Comunidades Autónomas y las 
Entidades Locales podrán acordar la prestación del ser-
vicio público de comunicación audiovisual con objeto 
de emitir en abierto canales generalistas o temáticos, en 
función de las circunstancias y peculiaridades concu-
rrentes en los ámbitos geográficos correspondientes y 
de los criterios establecidos en el apartado anterior.

Los órganos competentes de cada Comunidad Autó-
noma decidirán dentro de los múltiples digitales que se 
les reserven, los canales digitales de ámbito autonómico 
que serán explotados por el servicio público de comuni-
cación audiovisual televisiva y los que serán explotados 
por empresas privadas en régimen de licencia.

Las Comunidades Autónomas que acuerden la pres-
tación del servicio público de comunicación audiovisual 
determinarán los modos de gestión del mismo, que 
podrán consistir, entre otras modalidades, en la presta-
ción del servicio de manera directa a través de sus pro-
pios órganos, medios o entidades, en la atribución a un 
tercero de la gestión indirecta del servicio o de la  pro-
ducción y edición de los distintos programas audiovi-
suales, o en la prestación del mismo a través de otros 

instrumentos de colaboración público-privada, de acuer-
do con los principios de publicidad, transparencia y 
concurrencia, así como no discriminación e igualdad de 
trato. Asimismo, las Comunidades Autónomas podrán 
acordar transformar la gestión directa del servicio en 
gestión indirecta, mediante la enajenación de la titulari-
dad de la entidad prestadora del servicio, que se realiza-
rá conforme con los principios citados anteriormente.

3. Las Comunidades Autónomas podrán convocar, 
a través de sus órganos competentes, los correspon-
dientes concursos para la adjudicación de licencias 
audiovisuales en los términos de lo dispuesto en el ar-
tículo 27 de esta ley. 

Las Comunidades Autónomas que vinieran prestan-
do el servicio público de comunicación audiovisual 
podrán transferir, una vez transformada en licencia 
audiovisual, la habilitación para prestar este servicio de 
acuerdo con el procedimiento establecido en su legisla-
ción específica.

Las personas físicas o jurídicas a quienes se les 
encomiende la gestión indirecta del servicio o la presta-
ción del mismo a través de instrumentos de colabora-
ción público-privada, estarán sujetos al cumplimiento 
de los artículos 40.1 y 41 de esta Ley. Tanto éstos como 
los nuevos licenciatarios a quienes se les transfiera la 
habilitación para prestar el servicio de comunicación 
audiovisual, deberán cumplir todos los requisitos y 
limitaciones establecidas en la legislación para ser titu-
lar de una licencia individual.»

Cuatro. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 
40 que queda redactado del siguiente modo:

«5. Los prestadores del servicio público de comu-
nicación audiovisual de ámbito autonómico podrán esta-
blecer acuerdos entre sí para la producción o edición 
conjunta de contenidos, la adquisición de derechos sobre 
contenidos o en otros ámbitos, con el objeto de mejorar 
la eficiencia de su actividad. Igualmente podrán estable-
cer acuerdos con la Corporación RTVE para dicho fin.»

Cinco.  Se modifica el apartado 1 del artículo 42, 
que queda redactado del siguiente modo:

«1. Los prestadores de titularidad pública del ser-
vicio público de comunicación audiovisual, las Admi-
nistraciones Públicas así como cualquier entidad 
dependiente de ellas o sociedades sobre las que cual-
quiera de las anteriores  ejerza el control, en los térmi-
nos del artículo 42 del Código de Comercio,  no podrán 
participar en el capital social de prestadores privados 
del servicio de comunicación audiovisual. No obstante, 
cuando de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 40.2 
se acuerde la prestación del servicio público de comu-
nicación audiovisual mediante gestión indirecta u otros 
instrumentos de colaboración público privada,  las 
Comunidades Autónomas podrán participar en el capi-
tal social del prestador de su servicio público.
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Las Comunidades Autónomas no podrán partici-
par, directa o indirectamente, en el capital social de 
los titulares de licencia del servicio de comunicación 
audiovisual.»

Seis. Se añade un apartado 8 bis al artículo 43, que 
queda redactado de la manera siguiente:

«8 bis. Para garantizar un mejor cumplimiento de 
la Ley Orgánica de Estabilidad Presupuestaria y Soste-
nibilidad Financiera, los prestadores de titularidad 
pública del servicio público de comunicación audiovi-
sual de ámbito autonómico deberán cumplir con las 
obligaciones siguientes: 

a) Anualmente se aprobará un límite máximo de 
gasto para el ejercicio económico correspondiente que 
no podrá rebasarse. 

b) La memoria y el informe de gestión de las 
cuentas anuales harán una referencia expresa al cumpli-
miento del equilibrio y sostenibilidad financieros.

Si excepcionalmente las cuentas no están en equili-
brio financiero, los prestadores de titularidad pública 
del servicio público de comunicación audiovisual pre-
sentarán al órgano competente de la Comunidad Autó-
noma para su aprobación una propuesta de reducción 
de gastos para el ejercicio siguiente igual a la pérdida o 
déficit generado. 

Las aportaciones patrimoniales, contratos programas, 
encomiendas, convenios o cualesquiera entregas de la 
Comunidad Autónoma en favor, directa o indirectamen-
te, de los prestadores de titularidad pública del servicio 
público de comunicación audiovisual requerirán la pues-
ta en marcha de la reducción de gastos aprobada.

c) Antes del 1 de abril de cada año, deberán pre-
sentar ante el órgano competente de la Comunidad 
Autónoma un informe en el que se ponga de manifiesto 
que la gestión del ejercicio inmediato anterior se ade-
cua a los principios de la Ley Orgánica de Estabilidad 
Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera. 

d) Las Comunidades Autónomas establecerán los 
sistemas de control, incluidas auditorias operativas, que 
permitan la adecuada supervisión financiera de sus 
prestadores de titularidad pública del servicio público 
de comunicación audiovisual con especial atención al 
equilibrio y sostenibilidad presupuestaria. 

A estos efectos, se entenderá por auditoría operativa  
el examen sistemático y objetivo de las operaciones y 
los procedimientos realizados por la entidad con el 
objeto de proporcionar una valoración independiente 
de su racionalidad económico-financiera y su adecua-
ción a los principios de la buena gestión, a fin de detec-
tar sus posibles deficiencias y proponer las recomenda-
ciones oportunas en orden a la corrección de aquéllas.»

Disposición adicional. Haciendas Forales.

1. En virtud de su régimen foral, la aplicación a la 
Comunidad Foral de Navarra de lo dispuesto en el apar-
tado 8 bis del artículo 43 de esta ley se llevará a cabo, 
según lo establecido en el artículo 64 de la Ley Orgáni-
ca de Reintegración y Amejoramiento del Régimen 
Foral de Navarra, conforme a lo dispuesto en el Conve-
nio Económico entre el Estado y la Comunidad Foral 
de Navarra.

2. En virtud de su régimen foral, la aplicación a la 
Comunidad Autónoma del País Vasco de lo dispuesto 
en el apartado 8 bis del artículo 43 de esta ley se enten-
derá sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley del Concier-
to Económico. 

Disposición final. Entrada en vigor. 

La presente Ley entrará en vigor el día siguiente al 
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Palacio del Congreso de los Diputados, 7 de junio  
de 2012.—El Presidente de la Comisión, Pablo Matos 
Mascareño.—El Secretario de la Comisión, Manuel 
Luis Torres Herrera.


